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WASHINGTON DC, 10 DE SEPTIEMBRE 2009

“LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA (CDI)”
Señor Presidente:

De acuerdo a la Carta Democrática Inter-Americana,  los pueblos de América tienen “derecho a la democracia”,  y sus gobiernos  “la obligación de promoverla y defenderla”

Para entender cabalmente las implicaciones de ese derecho,  y dado que la democracia es un requisito esencial para la membresía en la Organización de Estados Americanos y en otros organismos subregionales y de integración, el Comité Jurídico Interamericano (CJI)  ha considerado necesario contribuir al debate regional sobre democracia, a través de un análisis de  las distintas piezas que, desde un punto de vista legal,  construyen las reglas de juego de la democracia.  Nuestro aporte es la Resolución  denominada “ Elementos Esenciales y Fundamentales de la Democracia Representativa y su Vinculación con la Acción Colectiva en el Marco de la Carta Democrática Interamericana“,  la misma  que  pusimos en conocimiento del Consejo Permanente de la OEA y que hoy presentamos a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos .

Con el objeto de establecer esos elementos esenciales de la democracia, desde un punto de vista del Derecho Interamericano,   hemos analizado todas las convenciones, resoluciones, declaraciones, planes de acción y cláusulas democráticas suscritas por los gobiernos de la región. Asimismo, hemos tomado en cuenta el informe del Secretario General de la OEA respecto a la CDI,  presentado al Consejo Permanente de la Organización en abril del  2007 (CP/doc.4184/07), así como otros documentos multilaterales en los que los propios gobiernos aquí representados han definido los elementos esenciales del estado de derecho, en ausencia de los cuales no existe democracia. Dichos documentos  se encuentran recopilados y analizados en un documento del CJI, que ha sido distribuido a todos los miembros de la OEA  y que ha sido el producto de un intenso trabajo de gran calidad intelectual del relator del tema, Dr. Jean Paul Hubert.

La Resolución que hoy presentamos para conocimiento de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos  de la OEA,  fue aprobada por unanimidad por los miembros del Comité  en Agosto del presente año (CJI/RES.159 (LXXV-0/09).    

EL CJI es un cuerpo asesor de carácter jurídico y hemos querido mantener, en lo posible,  la política al margen de nuestro trabajo, restringiéndonos a un análisis de carácter legal.

Democracia y Estado de Derecho

Desde hace casi tres décadas  los países de Latinoamérica y el Caribe han adoptado las reglas de la democracia como nunca antes en nuestra historia. La región ha visto la transición del autoritarismo a la democracia representativa. La democracia ha traído consigo valores como la protección de los derechos humanos, la garantía del derecho fundamental de libertad política, el respeto a los derechos individuales, el derecho al disenso, el derecho de acceso a la información pública  y ha abierto nuevas posibilidades para crear Estados como factores de ciudadanía, regulando la relación entre el poder y los derechos individuales.  

Sin embargo,  en los últimos años hemos observado en algunos países la tendencia a  asimilar la democracia  únicamente a los procesos electorales, restando importancia a las otras reglas de la democracia representativa. Este potencial divorcio entre democracia y Estado de Derecho  puede originar nuevos conflictos  y distorsionar la gobernabilidad democrática.  En  ese sentido, nuestra Resolución considera que la mejor forma de prevenir crisis y fragmentaciones en la región es verificar el cumplimiento de procesos electorales transparentes y libres sino también el respeto a los otros componentes esenciales de la democracia señalados en el Art. 3 de la Carta y en las diversas Resoluciones de la OEA sobre democracia.

Por esa razón, la primera y más importante premisa sobre la que hemos basado nuestra Resolución es que  “democracia, Estado de Derecho y derechos humanos son los elementos legales esenciales e interdependientes para la existencia y el funcionamiento de un sistema democrático.  Las elecciones libres no son suficientes para establecer una democracia. Si hay algún elemento, más que cualquier otro, que constituye la esencia de la democracia y distingue una sociedad democrática de una sociedad autoritaria,  éste es el Estado de derecho.  Los que detentan el poder ejecutivo  tienen la responsabilidad de garantizar el respeto a las instituciones y libertades  que garantizan las leyes.  Cuando aquellos que están encargados de mantener la ley la ignoran o violan, conforme a la CDI, están alterando el orden democrático.  

La doctrina del Estado de derecho exige que el principio que inspire toda acción estatal consista en la subordinación de todo poder al derecho. Las características generales del Estado de derecho:
a) Imperio de la ley: ley como expresión de la voluntad general, se asegura mediante la independencia de los Poderes del Estados y la fiscalización de la legalidad de los actos del gobierno.

b) Elecciones libres, transparentes y de voto secreta, a cargo de un Órgano Electoral Autónomo.
c) Legalidad del gobierno: su regulación por la ley y el control judicial.
d)
Garantía de Derechos y libertades fundamentales, establecidas en Convenios Internacionales ratificados por los Estados

e)
La importancia del ejercicio eficaz y transparente de la función judicial en el orden democrático, es necesario fortalecer Poderes Judiciales independientes, provistos de autonomía e integridad, carácter profesional y no partidario y sujetos a un régimen de selección no discriminatorio.

f) 
Libertad de expresión, libertad de prensa y el acceso a la información pública. 

g) Consenso y disenso: respeto a la oposición política, partidos y minorías. Los sistemas políticos populistas, aunque hayan recibido un apoyo mayoritario en elecciones libres, tienen la tendencia a someter, mediante el uso de la presión popular, la amenaza a través del control de fiscales y órganos judiciales o de la extorsión, a los opositores.

En los sistemas donde se respeta el Estado de Derecho y la ley. El disenso se convierte en un medio para el fortalecimiento  y desarrollo de la práctica democrática. Las sociedades democráticas dan a los ciudadanos los canales de expresión para manifestar sus diferencias de opinión, sin mayor limitación que el sometimiento a la ley. La democracia debe estar legal e institucionalmente preparada para tolerar la disidencia y para abrir espacios de dialogo, de reforma, inclusión y compromiso. 

El Estado de derecho, construido sobre la reivindicación de los derechos individuales, tiene que garantizar un espacio para el ejercicio de la crítica y la oposición. En sociedades donde prevalece el Estado de Derecho conviven  una multiplicidad de culturas, percepciones, doctrinas, valores y visiones de la realidad. Asimismo conviven ideologías distintas, modelos de justicia social y opciones de distribución de la riqueza y de políticas económicas distintas, así como múltiples grupos políticos y privados. Lo único que puede exigirse a esta pluralidad es que coincida en su aceptación de ciertas normas legales fundamentales, que las use como mecanismo para su participación en los asuntos públicos y que las conserve como garantía de que las posiciones propias serán respetadas y legalmente tuteladas.

Conclusiones:

El  mayor problema que hoy enfrenta la aplicación de la Carta Democrática Interamericana es el alcance restringido que la OEA ha hecho de la CDI, limitando su verificación únicamente a la legitimidad de origen de los sistemas de gobierno, es decir a los procesos eleccionarios. Asimismo, la aplicabilidad de la CDI, depende únicamente de la voluntad de los poderes ejecutivos de la región, excluyendo la más mínima posibilidad de que otros poderes del Estado puedan presentar reclamos o que el Secretario General pueda actuar de oficio frente a crisis que involucren conflictos de poderes. 

La consecuencia de esta limitación  es que,  por una parte, otorga legitimidad internacional a gobiernos populares pero de tinte autoritario que cumplen con el requisito de las elecciones y utilizan los plebiscitos y consultas populares para legitimar  acciones que, en algunos casos , son violatorias de su propio ordenamiento jurídico;  y por otra parte, impide que la Carta sea interpretada como un conjunto de principios esenciales  e interrelacionados que deben regir la actitud de los gobernantes para proteger y garantizar una democracia de calidad  bajo los estándares de la CDI.

Las elecciones   libres  son sólo el principio de una verdadera democracia. La democracia requiere también como señala la Res. Del CJI:    

“(1)El principio del imperio de la ley debe ser asegurado mediante la independencia de los Poderes y la fiscalización de la legalidad de los actos del gobierno por órganos jurisdiccionales del Estado; (2) Los gobiernos de las Repúblicas Americanas deben surgir de elecciones libres; (3) La perpetuación en el poder, o el ejercicio de éste sin plazo determinado y con manifiesto propósito de perpetuación, son incompatibles con el ejercicio de la democracia; (4) Los gobiernos de los Estados Americanos deben mantener un régimen de libertad individual y de justicia social fundado en el respeto de los derechos fundamentales de la persona humana; (5) Los derechos humanos incorporados en la legislación de los Estados Americanos deben ser protegidos por medios judiciales eficaces; (6) El uso sistemático de la proscripción política es contrario al orden democrático americano; (7) La libertad de prensa, de la radio y la televisión, y en general la libertad de información y expresión son condiciones esenciales para la existencia de un régimen democrático; (...).”

Por tanto, deberían establecerse nuevos  mecanismos de aplicabilidad de la carta que operen cuando los gobiernos alteren el Estado de Derecho, al no respetar los elementos esenciales de la democracia. Para esto, como señala la Res., hay que determinar que   “Los riesgos al proceso político institucional democrático o al legítimo ejercicio del poder (art. 17 de la CDI); las situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder (art. 18 de la CDI); la ruptura del orden democrático (art. 19 y 21 de la CDI), y la alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático (art. 19 y 20 de la CDI) son situaciones que deben apreciarse a la luz de la vigencia de los elementos esenciales de la democracia representativa” . 

En plena coincidencia con el informe del Secretario General sobre la CDI, que ustedes tienen en sus mesas, creemos que con fines preventivos se debería abrir la posibilidad de invocación de la Carta frente a alteraciones del orden legal democrático, no sólo a representantes del poder Ejecutivo, sino también a los otros poderes del Estado cuando estos son avasallados por el Ejecutivo.  Asimismo, se debería “expandir la capacidad de la Secretaría General para prever y prevenir las crisis que amenacen con alterar   gravemente o interrumpir el proceso democrático en los Estados Miembros”. Este nuevo mandato debería incluir la posibilidad de que el Secretario General pueda dialogar con distintos actores Institucionales y políticos  en los países en crisis, así como verificar el respeto a todos los elementos esenciales del Estado de Derecho, que  van más allá de los procesos eleccionarios.

En el CJI estamos convencidos de que el respeto a todos y cada uno de los elementos esenciales de la democracia representativa, es la mejor garantía para prevenir y anticipar conflictos en los últimos años en algunos países de la región.

Muchas gracias
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